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Carlos Leiva Villagrán  
 

 

En la última fase de la elección 

presidencial en Chile se introdujo, al fin, la 

temática del laicismo, gracias a la inclusión de 

dos consideraciones en el programa de gobierno 

de Michelle Bachelet: Derecho a la Libertad de 

Conciencia y Estado Laico. 

Con respecto al Derecho a la Libertad 

de Conciencia, el texto del programa señala que 

"una Constitución laica y pluralista debe 

garantizar a todos el derecho a la libertad de 

conciencia y a la libertad de cultos con 

igualdad de tratos para todas las iglesias".  

En cuanto al Estado Laico, afirma que 

"la Nueva Constitución, junto con reafirmar la 

separación entre el Estado y las Iglesias, y la 

neutralidad del Estado frente a la religión, con 

el pleno respeto por las creencias religiosas y 

éticas de las personas, y la práctica del culto, 

garantizará la igualdad entre las distintas 

confesiones religiosas”. Más adelante señala 

que “asimismo, deberán suprimirse de la ley y 

de las reglamentaciones relativas a poderes del 

Estado toda referencia a juramentos, libros o 

símbolos de índole religiosa". 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
El triunfo electoral de Michelle Bachelet 

en la elección presidencial abriga, por tanto, 

esperanzas de que el carácter 

expresamente  laico, que su programa de 

gobierno atribuye al Estado y a la Constitución 

que propone, se traduzca en acciones concretas 

de secularización  y de eliminación de 

prácticas  derivadas de un histórico 

confesionalismo en la institucionalidad del 

Estado. 

Expresamos por ello la esperanza de que 

esta situación dé paso a un amplio debate 

respecto a la necesidad del Estado laico en la 

institucionalidad democrática y republicana que 

permita precisar las características de la 

laicidad que se propugna.  

En particular, sería deseable, por 

ejemplo, que el derecho a la libertad de 

conciencia contuviera expresamente el derecho 

de agnósticos y ateos a la misma, de modo que 

no sugiriera que está restringida exclusivamente 

a libertad de cultos o libertad de conciencia de 

los creyentes.  
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Asimismo, la igualdad de trato para 

todas las iglesias no debería significar igualdad 

de trato "al interior del Estado", donde no deben 

estar las iglesias, sino que igualdad en el 

contexto de neutralidad del Estado frente a las 

religiones, esto es en el marco de las religiones 

"fuera del Estado".  

Por último, la definición de un Estado 

Laico debería incluir expresamente el carácter 

laico de la educación pública, cuestión que no 

está considerada en el texto de Reforma 

Educacional del programa de gobierno (sólo se 

menciona "educación sexual laica y humanista 

en los colegios" dentro del programa de 

Equidad de Género). 

Resulta prematuro, por cierto, apostar 

respecto del cumplimiento de la intención 

laicista del programa de Michelle Bachelet. Sin 

embargo, provocó cierta inquietud la 

ambigüedad advertida en el último debate 

televisado anterior al balotaje, cuando la 

representante del conservadurismo religioso, 

Evelyn Matthei, criticó que el programa de la 

Nueva Mayoría postulara retirar los signos y 

emblemas religiosos de las ceremonias 

públicas, insinuando que ello significaba 

hostilidad a la religión.  

Emplazada, Bachelet respondió que "el 

único sentido que tiene una frase que a lo 

mejor no tiene la más afortunada redacción es 

que asegura que no haya una sola religión que 

predomine". Ciertamente, la candidata Bachelet 

al desacreditar una frase que está muy 

claramente establecida en su programa, y que es 

consustancial a las demandas del laicismo en 

todas partes, restringió el alcance laicista de su 

propuesta. 

En definitiva, en todo caso, la 

declaración programática es un paso adelante, y 

queremos ser optimistas de la consideración 

que tendrá el laicismo en las definiciones 

institucionales que se avecinan, advirtiendo sin 

embargo que se requerirá promover la 

consecuencia de los actores políticos, 

especialmente de la futura coalición 

gobernante,  con respecto a las consideraciones 

de Constitución Laica y Estado Laico, 

formuladas en el Programa de Gobierno. 

 

 

BIENVENIDAS 

 
Para la Revista “Iniciativa 

Laicista” constituye un hito que nos 

satisface  ampliamente, la incorporación 

a nuestro comité editorial de dos 

importantes integrantes.  

Ello constituye un paso muy 

significativo en el proceso de 

consolidación de nuestro proyecto, como 

medio creado para la difusión del libre 

pensamiento y los derechos de 

conciencia. 

Se trata de dos distinguidas 

profesionales que representan fielmente 

la identidad femenina laica 

contemporánea, y que destacan en los 

medios laborales e intelectuales en que 

cotidianamente se desenvuelven. Ellas 

son Katia Villalobos y Cristina Sánchez. 

Katia es publicista y con una 

activa participación profesional en la 

radiodifusión, en tanto Cristina es una 

calificada académica universitaria. 

Le damos a ambas la más cordial 

bienvenida a nuestro equipo de trabajo. 
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Casi al término del año 2013, Susana 

González Couchot asumió como Gran Maestra 

de la Gran Logia Femenina de Chile, una 

institución que proclama una decidida identidad 

laicista. 

La nueva líder de la Masonería 

Femenina chilena, proviene de una familia 

típica de clase media, constituida por su padre, 

bancario y sindicalista, su madre dueña de casa 

y sus cuatro hermanos. De su padre heredó el 

placer de la lectura, la responsabilidad  frente a 

las tareas que le impone la vida, la lucha  contra 

la injusticia  basada en ideas. Su madre le legó 

la alegría de vivir, el optimismo y un profundo 

amor por la familia. 

Cursó estudios en el Liceo Nº 1 de 

Niñas, en Santiago; más tarde se recibió de 

Secretaria  Ejecutiva en la Escuela de 

Taquígrafos del Senado. Trabajó en la 

Corporación de Fomento de la Producción 

(CORFO).  Siendo madre de tres hijos, se retiró 

del mundo laboral y se dedicó exclusivamente a 

su hogar que formó durante 25 años con el que 

fuera su esposo, Carlos Pizarro, recientemente 

fallecido.  

Ingresó a la Masonería Femenina en el 

año 1988 y pertenece a la Logia “Génesis” Nº 

5. En octubre del pasado año fue elegida Gran 

Maestra de la Gran Logia Femenina de Chile 

(GLFCH), cargo que ejercerá durante el período 

2013 – 2016. 

La Masonería Femenina en Chile solo 

existe desde hace tres décadas. A partir de 1983 

su crecimiento ha sido progresivo, y 

actualmente cuenta con 24 logias y seis comités 

distribuidos a lo largo de Chile. 

Asimismo, en los últimos años, la 

GLFCH se ha constituido en un motor 

multiplicador de la Masonería Femenina en 

América Latina, contribuyendo a instalar logias 

en Argentina, Uruguay, Bolivia, Cuba, Panamá 

y Perú. 

Desde su instalación, la Gran Logia 

Femenina de Chile ha crecido a un ritmo 

constante, cumpliendo con la misión de 

contribuir al crecimiento personal, intelectual y 

espiritual de la mujer latinoamericana. 

“El Estado no debe 

adherir a ninguna 

creencia ni doctrina”  

 

 

 

 
 

 

Entrevista a Susana 

González Couchot 
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Recibió a “Iniciativa Laicista” 

respondiendo a nuestras preguntas, en los días 

previos a las festividades de fin de año. 

 

¿Cómo se proyecta el aporte de las mujeres 

masonas al resto de la sociedad? 

 

Hay que considerar que somos una 

institución relativamente joven: treinta años de 

vida institucional. Durante este período los 

objetivos han estado encaminados a la 

formación iniciática y a lograr la infraestructura 

necesaria para desarrollar nuestro trabajo. No 

obstante, el acelerado proceso de inserción de la 

mujer en los diferentes ámbitos nos ha ido 

llevando en forma paulatina e incipiente a salir 

a la sociedad, principalmente, a través de la 

presencia de las Grandes Maestras en diversos 

medios de comunicación social.  

En el ámbito particular, cada una de 

nosotras no deja de aportar y practicar lo 

aprehendido en nuestro espacio masónico en el 

entorno que le corresponde vivir. 

Considerando lo anterior, no podemos 

negar que para el mundo profano el “ser 

masona” es prácticamente invisible ya que 

apenas se conoce nuestra existencia y, cuando 

es percibida, genera cierto grado de asombro y 

curiosidad, al constatar que una actividad 

filosófica que desde siempre ha sido 

relacionada como propia de hombres,  sea 

practicada por mujeres. 

El aporte de las masonas a la sociedad 

pasa por el desafío diario de desligarnos de la 

supuesta inferioridad en que la sociedad y la 

historia nos han situado, sumándonos a la 

incesante labor de las mujeres por una igualdad 

real en la sociedad. Necesariamente, este 

proceso se profundiza con la convivencia  

masónica que permite valorarnos, potenciarnos 

y retroalimentarnos en nuestra condición 

femenina y fortalecer,  así, nuestra propia 

identidad. 

Sin embargo, es natural para nosotras el 

deseo de salir extra muros. Es bien sabido que 

nuestras posturas no deben representar a 

ninguna creencia en particular, ni visión política 

alguna, pero sí debemos formar parte del debate  

 

en nuestra sociedad, en el marco de la defensa y 

promoción de los valores y principios 

universales que sustenta la Orden Masónica. 

Como mujeres de acción, no podemos 

ser meras observadoras de la evolución de 

nuestra sociedad chilena y latinoamericana. La 

experiencia recogida durante estos años de 

andar masónico nos indica que, aunque el 

trabajo de los Grandes Orientes se realice en 

forma independiente y en paralelo, no es menos 

cierto que nuestra condición de mujeres nos 

impele a unir a esta dispersa familia masónica, 

para tener una voz potente en el Chile de hoy, 

sobretodo en temas éticos y morales que tanta 

falta hacen a la sociedad actual. 

La responsabilidad es nuestra: trabajar 

desde nuestras propias especificidades para 

lograr el espacio que por derecho nos 

corresponde, pero que por ser féminas nos es 

esquivo. 
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¿Cómo ve la silenciosa lucha de muchas 

mujeres por la igualdad de género? 

 

Sin lugar a dudas, es muy diferente el 

planteamiento que tenemos hoy al de hace 

algunos años, respecto al movimiento feminista 

universal. Las diversas sociedades han 

evolucionado en forma diferente y no es lo 

mismo el desarrollo que tiene una mujer 

europea a una africana, caribeña o latina.  

Los cambios tuvieron una clara 

aceleración en el último tercio del siglo XIX, lo 

que se llama “Segunda Revolución Industrial”, 

en los aspectos políticos, económicos y 

sociales. Ciertamente, con mejores y mayores 

resultados en los países más desarrollados. 

La Gran Logia Femenina de Chile 

agradece, con admiración, la lucha que 

mantuvieran las primeras mujeres que con su 

aporte han contribuido a que el despertar de la 

mujer aumente en forma exponencial y que el 

objetivo sea la igualdad de derechos de varones 

y mujeres.  Algunos logros han sido de 

trascendental importancia: el voto femenino, la 

igualdad ante la ley, los derechos reproductivos; 

estos últimos, al igual que los derechos 

humanos, son inalienables y no están sujetos a 

discriminación por género, edad o raza. 

En el Chile de hoy constatamos que han 

evolucionado las estructuras sociales, 

desaparece el discurso misógino, se promulga la 

ley que sanciona la violencia intrafamiliar, la 

reforma a la previsión, se habla de democracia 

paritaria, a pesar que en la práctica esto último 

ha sido inviable. No cabe duda: hemos 

avanzado. Pero queda mucho por hacer en el 

sentido de nivelar las profundas diferencias que 

aún persisten en remuneraciones, prestaciones  

 

de salud, educación,  por nombrar algunas. 

Además, es nuestra misión contribuir para que 

todas las mujeres accedan a los derechos ya 

adquiridos, los que para muchas son 

desconocidos. 

Las mujeres somos agentes de cambio 

en lo familiar, no hay duda, pero traspasar esta 

barrera a lo público nos ha sido difícil. Es 

relevante la formación de nuevos liderazgos, 

que permitan a las mujeres contribuir a tomas 

de decisiones políticas. De seguro, ellas serían 

agentes de variaciones y nuevas creaciones en 

la determinación de las políticas de Estado. 

 

¿Qué retos debe enfrentar la familia en este 

nuevo siglo? 
 

La familia es la primera forma de 

organización social, ha existido en todos los 

pueblos,  en todas las épocas de las que hay 

testimonio histórico y constituye la unidad 

básica de la sociedad. 

En el siglo XXI se verá enfrentada a 

distintos cambios. El más evidente es la 

reducción de sus integrantes, la familia nuclear 

o elemental deja de ser la forma más conocida 

de soporte social. A los diferentes tipos de 

familia que ya conocíamos –mono parenteral, 

de madre soltera, de padres separados–  se 

suman nuevas propuestas, con diversas 

estructuras, por ejemplo: las parejas de un 

mismo sexo, cuya legalidad reconocen algunos 

países, las familias de padres separados donde  

ambos aportan hijos, entre otras. 

La importancia de la familia radica en 

que interviene en el desarrollo de las personas 

que la conforman. Nuestra preocupación se 

centra en el debilitamiento de este núcleo 
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formador y de soporte afectivo-emocional. 

Cuando todo en la vida se ha tornado más 

difícil e inseguro: la educación, altas exigencias 

laborales, el costo de vida, resulta que la 

fortaleza de la familia no está presente para 

acoger a sus miembros. 

El reto para poder salir airosos de estos 

cambios es convocar a los responsables de la 

familia a ser transmisores de una cultura basada 

en valores, donde se respete la igualdad de 

derechos, se aprecie la diversidad como fuente 

de nuevas propuestas y se logren transmitir 

enseñanzas espirituales para un desarrollo 

gradual e integral de cada individuo. 

Todo cambio es difícil y toma su 

tiempo. Son muchas las variables por 

considerar, pero si lo centramos en la acción 

inmediata, podemos contribuir en nuestras 

familias a impulsar un sistema valórico basado 

en el afecto, respeto, comunicación, 

comprensión y empatía  que permita dar un 

sentido solidario y de confianza a sus 

integrantes. En otras palabras, poner énfasis en 

educar la humanidad que anida en cada uno, 

para construir sociedades más justas, fraternas y 

regidas por la ley del Amor.  

 

¿Qué mejoraría de la educación chilena? 

 

Los esfuerzos encaminados a una mejor 

educación no han sido los esperados. Se 

necesita que ésta sea un derecho entregado en 

igualdad de condiciones y cuyo contenido sea 

alto en niveles de calidad. Fórmula segura para 

dejar atrás la pobreza y encaminarnos por el 

sendero del progreso. 

El modelo de educación subsidiada 

reemplazó al Estado-Docente, caracterizándose 

por la privatización y municipalización de gran 

parte de la educación. Con la pérdida de la 

educación pública y gratuita, el Estado ha 

privilegiado la libertad de mercado, no 

asegurando su calidad ni la equidad necesaria 

para brindar a la ciudadanía los niveles 

académicos que se merece. Tampoco se han 

reevaluado los contenidos ni se ha 

implementado un sistema más riguroso que 

tienda a fiscalizar el funcionamiento, desde 

estas nuevas condiciones. 

La pregunta surge enseguida: ¿Por qué 

existe inequidad en cuanto a la educación? Los 

alumnos de colegios municipalizados obtienen 

los más bajos puntajes y ciertamente allí se 

educan los niños chilenos del sector más 

vulnerable y de más bajos ingresos. Mientras 

que las mejores oportunidades educacionales 

están en los niveles de más altos ingresos. Una 

deuda que la sociedad chilena tiene con 

nuestros niños. 

Construir una nueva sociedad que vaya 

acorde a los tiempos significa colocar a la 

educación en el primer lugar de la agenda 

nacional, porque una educación deficiente 

impacta el desarrollo del país, en todos los 

aspectos. 

Para ello, es necesario que el Estado 

favorezca una 

educación laica que 

forme seres libres, 

capaces de tomar 

decisiones, tolerantes de 

las ideas de los demás, 

donde se valore la 

diversidad como un 

medio de inclusión de 

toda la sociedad. Si el 

reto es formar 

individuos integrales, se 

debe poner énfasis en 

una formación valórica 

sólida que les 
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proporcione los elementos necesarios para 

afrontar la vida con éxito. 

Estamos enfrentados a los desafíos de 

un país emergente y competitivo donde se 

requiere capital humano preparado con altos 

estándares de calidad para afrontar el siglo 

XXI: gran tarea, aún pendiente. 

 

¿Qué condiciones deberían darse, en la 

sociedad chilena, para establecer espacios de 

convivencia donde se respeten efectivamente 

los derechos de las personas? 

 

No cabe otra respuesta más que el 

laicismo, como una conducta o posición 

independiente frente a la vida, la cual es propia 

del humanismo. Su enseñanza desde los 

primeros años incrementa la posibilidad que el 

individuo logre manejar habilidades de 

tolerancia y respeto, fomentando una 

convivencia pacífica. 

La separación legal entre la Iglesia y el 

Estado se realizó con la Constitución de 1925, 

pero sabemos que aún persiste la influencia 

eclesial en diversos ámbitos de nuestra 

sociedad. Son los resabios del clericalismo que 

se mantienen en establecimientos educaciones y 

en partidos políticos, con sus postulados 

dogmáticos y de fe, tan lejanos a la razón. 

La evolución de las ideas,  junto con el 

acontecer histórico, le entregan total 

independencia al ser humano, vale decir, la 

libertad de conciencia y pensamiento para 

construir su propia escala de valores por la que 

guiar su vida. El resultado será un ser libre de 

dogmas y prejuicios con confianza en sus 

capacidades, deseos de superación y perfección. 

Sobre todo, que mire al otro u otra como un 

igual: un ser humano, con sus mismos 

derechos. Por eso se dice que el laicismo es 

propio del humanismo. 

El Estado no debe adherir a ninguna 

creencia ni doctrina en particular, ya que son 

adoptadas por la conciencia individual, por lo 

tanto, inviolables. El papel que le cabe al 

Estado es de respetarlas, ampararlas y 

protegerlas en un plano de absoluta igualdad, 

sin imponer unas en  favor de otras. 

LA GUERRA CONTRA LAS MUJERES 

 
El domingo 01 de diciembre  la Televisión 

Española (TVE), con motivo de la celebración del 
Día Internacional Contra la Violencia de Género, 

“Documentos TV” estrenó el documental “La 

guerra contra las mujeres”, dirigido por Hernán Zin. 

El documental aborda el uso de la violencia 
sexual como arma de guerra, a través de tres años de 

rodaje en diez países y más de cien entrevistas en 

una veintena de idiomas para dar voz a las mujeres 
que sufren violencia sexual en las guerras. Un 

denuncia de la pasividad del mundo ante el uso del 

cuerpo de la mujer como campo de batalla.  Un 
homenaje a estas mujeres que siguen adelante con 

sus vidas a pesar de todo y que se animan a levantar 

la voz para que estos terribles hechos no se sigan 

repitiendo. 
La película no sólo ofrece el testimonio de 

algunas víctimas; a través de ellas, Zin denuncia los 

abusos sexuales que repetidamente se han infringido 
contra las mujeres en distintos conflictos armados y 

que, sin embargo, han permanecido impunes, 

ignorados por la comunidad internacional que, 

como en tantos otros casos, ha dirigido su mirada 
hacia otros lugares.  

Verbigracia, fueron más de 40.000  las 

mujeres violadas durante los tres años que duró el 
conflicto de Bosnia; mujeres como Leila que, con 

sólo quince años, fueron raptadas y torturadas. “Lo 

peor es la primera vez”, confiesa Leila, “el primer 
abuso”; una imagen que regresa a su memoria una y 

otra vez; dormir es revivir aquellos días, aquellos 

meses de violencia y desprecio. 
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Dos filósofas occidentales y un filósofo oriental 

alzan sus voces en el diagnóstico y denuncia de 

la actual sociedad del rendimiento que acarrea 

stress, depresión y frustración. 

 

 

El siglo de la eficacia 

 

Escucho por todas partes a personas que 

dicen que no tienen tiempo para disfrutar de la 

vida, que la presión de su trabajo les estresa, 

que se desesperan por no poder cumplir las 

metas exigidas, que duermen menos horas de 

las necesarias, que solo aspiran a unas 

vacaciones que ¡ay! nunca llegan… 

Y leo el libro La sociedad del 

cansancio (Ed. Herder), del coreano Byung-

Chul Han, doctor en Filosofía por la 

Universidad de Friburgo con una tesis sobre 

Heidegger, autor de una vasta producción 

intelectual, pero del que nada sabíamos por 

estas latitudes. 

El libro trae un planteamiento que  me 

llama la atención  y que relaciono con esta 

época en que se privilegia absolutamente la 

eficacia y en que parece valorizarse 

exclusivamente el rendimiento: todo tiempo 

tiene sus enfermedades emblemáticas y las de 

este incipiente siglo que vivimos son de 

carácter neuronal. El panorama patológico de 

estos años se define por dolencias extendidas 

como la depresión, el trastorno por déficit 

atencional con hiperactividad (TDAH), el 

trastorno límite de la personalidad (TLP) y el 

síndrome de desgaste ocupacional (SDO) 

Estas enfermedades  --a diferencia de las 

del siglo pasado--  no son infecciones, sino 

infartos causados por un exceso de positividad.  

Byung-Chul Han señala que  el siglo XX fue 

una época inmunológica, cruzado por 

pandemias de carácter bacterial o viral.  Y lleva 

este esquema inmunológico a la categoría de 

paradigma definitorio de ese tiempo: la 

enfermedad viene de afuera, desde agentes 

extraños a lo propio.   

 

Contra la sociedad del 

rendimiento y la 

educación rentable 

 

 

 

 
 

 

Rogelio Rodríguez 
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El siglo XX fue el siglo de la Guerra 

Fría, de las fronteras cercadas con muros, de las 

políticas de ataque y defensa, de la percepción 

de los otros como enemigos nuestros, de la 

resistencia agresiva a la negatividad de lo 

extranjero, por lo que claramente el 

procedimiento inmunológico se extendió más 

allá de lo biológico al ámbito de la sociedad en 

general.  En este modelo social, el extraño –

fuese o no hostil--  debía ser eliminado a causa 

de su otredad. 

Byung-Chul Han  

 

Hoy, nos indica, se lleva a cabo de 

manera inadvertida un cambio de paradigma. 

La sociedad incurre progresivamente en una 

figura que abandona el esquema de 

organización y resistencia inmunológicas. 

Desaparece la otredad y la extrañeza.  En su 

lugar comparece la diferencia, que no produce 

reacción inmunitaria.  En la actualidad  --acorde 

con el proceso de globalización que 

experimentamos--  valoramos la diferencia, 

toleramos la diversidad, traspasamos las 

fronteras, lo extraño se sustituye por lo exótico 

y se convierte en artículo de consumo para 

turistas. 

Rasgo fundamental del modelo 

inmunitario es la negatividad. Lo otro, lo 

extraño, penetra en lo propio tratando de 

negarlo. Lo propio perece ante la negatividad 

de lo otro si,  a su vez, no es capaz de negarla. 

La profilaxis inmunológica, la vacunación, 

sigue el principio de la negación.  Con la 

desaparición de la otredad, en nuestra época, 

también va desapareciendo la negatividad y las 

enfermedades neuronales del siglo XXI se 

producen ahora por exceso de positividad.  

En nuestro siglo prima la identidad por 

sobre la diferencia. Con la apertura de las 

fronteras, los mercados comunes, las 

migraciones, la transculturación, la 

occidentalización de Oriente y la 

orientalización de Occidente, ya no se 

fortalecen las defensas de los organismos 

sociales formando anticuerpos (como en el 

siglo XX con su paradigma inmunológico), sino 

que lo mismo ocurre en todas partes, lo mismo 

se hace en todas partes, lo mismo se valora en 

todas partes. Y, en esta sobreabundancia de 

identidad y positividad, lo principal que se hace 

y valora es la actividad humana que maximiza 

la producción  y que es rentable laboralmente. 

Dice Byung-Chul Han que la 

prohibición, el mandato y la ley son, 

actualmente, reemplazados por los proyectos, 

las iniciativas y la motivación.  La negatividad 

del deber se transforma en la positividad del 

poder. La antigua sociedad inmunológica se 

convierte hoy en la sociedad del rendimiento.  

El exceso de positividad se manifiesta 

como sobrecarga de estímulos, de 

informaciones y de impulsos. Esta agitación 

vertiginosa de la vida moderna, que nos empuja 

a trabajar sin descanso, nos conduce a una 

dramática condición: caemos en la fatiga, la 

depresión, la frustración, el aburrimiento, el 

dopaje  y los trastornos neuróticos.  Activos sin 

parar en una sociedad uniforme que nos impele 

a laborar y laborar como máquinas de 

rendimiento, somos presas de un agotamiento 

excesivo.  La hiperactividad, que parece ser el 

rasgo esencial de la vida humana en todo el 

planeta, nos convierte asimismo en moradores 

de una sociedad del cansancio. 

 

Sirve o no sirve  

 

En la sociedad del rendimiento “¿Para 

qué sirve?” parece ser la pregunta del momento.  

A esta actitud interrogativa ante nuestras ideas, 

discursos y acciones, la podemos llamar “la 

visión servicial” de las cosas.  Es el triunfo del 

valor de la eficacia, entendida ésta como lo que 
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demanda el mercado. “¿Vas a estudiar 

Literatura? ¿Y para qué sirve?”. “¿Usted enseña 

Filosofía? ¿Qué utilidad tiene?”. Todo tiene que 

servir, todo tiene que ser útil… o no vale nada. 

Al científico Niels Bohr le preguntaron 

una vez para que servía la nueva visión de la 

física que proponía. Y respondió: “¿Y para qué 

sirven los recién nacidos?”. 

Pero, más allá de las lúcidas respuestas 

à la Bohr, en nuestra sociedad del rendimiento 

prima la visión servicial.  Y se ha extendido al 

ámbito educativo.  Los estudios tienen que ser 

rentables laboralmente o se convierten en 

pérdidas de tiempo injustificables. La 

curiosidad intelectual o el afán de conocer no 

bastan para legitimar los años y los gastos 

invertidos en cualquier esfuerzo académico. Las 

carreras universitarias provechosas son las que 

atienden a las exigencias de las empresas. La 

educación humanista  --o sea, no directamente 

instrumental--  parece ya no servir. 

Es esta mentalidad mercantil la que 

denuncia la filósofa española Adela Cortina en 

su libro Ética aplicada y democracia radical 

(Ed. Tecnos). 

Una pregunta clásica  --nos dice—es la 

que, desde los tiempos de los antiguos 

pensadores griegos, ha inquirido sobre si se 

puede enseñar a las personas el comportamiento 

moral.  Hoy, sin embargo, se ha sustituido por 

una interrogante más tosca: ¿vale la pena 

enseñar la conducta virtuosa? 

Este cambio obedece, a su juicio, a uno 

de los principales signos de los tiempos que 

corren. Los responsables políticos de la 

educación parecen estar convencidos de que lo 

importante es solamente transmitir a los 

alumnos cuantas habilidades técnicas sean 

capaces de asimilar, ya que estas los llevarán a 

“defenderse en la vida” y alcanzar un elevado 

nivel de bienestar.  Es el triunfo de la razón 

instrumental por sobre el pensamiento crítico.  

La autora plantea que, a contracorriente 

de esta tendencia pedagógica instalada que 

valoriza solo la enseñanza de destrezas técnicas, 

debemos volver a luchar por prestigiar la 

educación de los valores que surgieron con 

tanto esfuerzo y sacrificio en la modernidad: la 

libertad, la igualdad y la solidaridad. 

Abandonar esta educación y desterrar estos 

valores al olvido implica el grave riesgo de 

atentar contra la construcción de nuestra 

sociedad democrática. 

Adela Cortina Orts 

 

Para Adela Cortina una auténtica 

democracia es la que llama democracia radical 

y que consiste en la forma de organización 

social en la que los individuos pueden ejercer 

su carácter autónomo y participativo.  No es 

democrática, a su juicio, una sociedad dirigida 

por elegidos, por burócratas o por expertos que 

han olvidado que cobran toda su legitimidad de 

servir a los intereses universalizables de las 

personas. Por lo tanto  --señala--   es imposible 

edificar una sociedad genuinamente 

democrática contando únicamente con 

individuos técnicamente diestros, porque tal 

sociedad debe sustentarse en valores como la 

autonomía y la solidaridad, valores para los que 

la razón instrumental es ciega. 

Al clamor de Adela Cortina se suma 

también la voz de la filósofa norteamericana 

Martha Nussbaum, quien también defiende una 

educación basada en las humanidades y 

orientada a la formación cívica en las páginas 

de El cultivo de la humanidad. Una defensa 

clásica de la reforma de la educación liberal 
(Ed. Paidós).  Educar no es solo preparar 

empleados competitivos, sino ante todo 

ciudadanos, personas plena y conscientemente 

humanas, que puedan mejorar valóricamente la 

sociedad en que vivimos.  Para ello se requiere 

una formación en pensamiento crítico, en 
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conducta cívica y en empatía y tolerancia con 

quienes nos rodean, una formación con 

propósitos diferentes a los que actualmente 

están a la base de la mayoría de los estudios 

secundarios y universitarios que recibe nuestra 

juventud. Para Nussbaum, entonces, tres son las 

habilidades principales para el cultivo de la 

humanidad. La primera es la capacidad de hacer 

un examen crítico de uno mismo y de las 

propias tradiciones, es decir, cuestionar toda 

forma  de dogmatismo e imposición de las 

creencias y los conocimientos.  

Martha Nussbaum 
 

En segundo lugar, es preciso que las 

personas nos sintamos miembros pertenecientes 

de una gran comunidad que abarca a todos los 

seres humanos, más allá de nuestras particulares 

identidades sociales, étnicas o religiosas. Y en 

tercer lugar, debemos ser capaces de ponernos 

en el lugar de las otras personas, de comprender 

sus emociones, sentimientos y aspiraciones. A 

su juicio, estas habilidades que ella considera 

necesarias de forjar provienen por herencia de 

los estudios clásicos de la Antigüedad, 

especialmente de los pensamientos de Sócrates 

y de Séneca, los que nunca debieron 

abandonarse en los currículos académicos. 

Contra la sociedad del rendimiento del 

siglo XXI, que arrastra su ominosa carga de 

stress, cansancio y opresión, Martha Nussbaum 

nos recuerda que  educar es “cultivar la 

humanidad” y no solo preparar para servir en el 

mercado laboral.  Es mérito suyo el insistir en 

hacernos comprender que en ello reside la 

verdadera riqueza de la formación pedagógica. 

 

 

La asignatura de religión vuelve a ser 

evaluable en España 
 

 

A pesar del Concordato de 1979, 

vigente entre el estado español y el Vaticano, 

que obliga a mantener la asignatura de religión 

católica en un Estado supuestamente 

aconfesional, esta no se utilizaba, desde 1990, 

para hacer promedio de notas con las otras 

materias para poder conseguir becas o acceder a 

determinados centros educativos.  

El texto de la Ley Orgánica para la 

Mejora de la Calidad Educativa viene a dar 

cumplimiento a lo que hasta ahora ha sido un 

anhelo permanente del obispado español - ya 

que la participación en clases de religión cada 

año venía disminuyendo - , para ello la nueva 

ley educativa prevé que la religión o su 

alternativa, computen para la nota promedio de 

la etapa.  

Ello significa un 70% en secundaria o el 

60% en el bachillerato, y en este segundo caso 

influirá en el acceso a la universidad del 

alumnado.  

Hasta ahora las anteriores leyes de 

educación garantizaban que las calificaciones 

que se hubieran obtenido en la evaluación de la 

enseñanza de religión no computarían “en las 

convocatorias en las que deban entrar en 

concurrencia los expedientes académicos, ni en 

la obtención de la nota media a efectos de 

admisión de alumnos”.  

En pleno siglo XXI y, mientras la vecina 

Francia aprueba la “Carta de la Laicidad” que 

debe exhibirse en todas las escuelas, la 

jerarquía de la iglesia católica española, en 

comandita con el actual gobierno y el silencio 

de la mayoría de las consejerías de las 

Comunidades autónomas, sigue en su tarea de 

seguir imponiendo la enseñanza de la religión 

en el sistema educativo.  
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Durante la segunda mitad del siglo XX 

la Universidad chilena fue concebida bajo la 

relación entre Estado desarrollista, bienes 

públicos (o bien común) y las definiciones 

programáticas del país mediante políticas de 

alcance nacional. Lo anterior se expresaba en 

una concepción de la institución universitaria –

que vinculaba educación y sociedad - y que 

hacía confluir dimensiones formativas  

(cualidades ciudadanas no cuantificables) y 

beneficios asociados a las prestaciones 

profesionales en el campo del trabajo - similar a 

la demanda que la sociedad industrial hizo de 

las profesiones liberales.  

Esa fue, muy a grosso modo, la 

condición moderna del programa universitario 

nacional. Cabe subrayar que hasta hace cuatro 

décadas (1950-1975) del global de la matrícula 

en las universidades tradicionales (estatales, 

tradicionales laicas y tradicionales 

confesionales), un 25% correspondía a carreras 

orientadas a la formación docente. Allí, bajo 

una modernización estatal, tuvo lugar una 

importante expansión de la cobertura 

educacional. 

Décadas más tarde y como parte de una 

inflexión radical hacia la restauración de la 

gestión privada, que en el caso chileno tuvo 

lugar bajo una  modernización autoritaria sin 

precedentes, constatamos la crisis de autonomía 

que afecto a la institución universitaria, de ahí 

en más a los diversos programas de 

investigación.  Creemos que aquí está el quid 

de un problema mayor que debemos tratar de 

descifrar.  

Lo cierto es que por muy diversas 

razones, en el marco de la llamada “aldea 

global”, la producción de saber científico-social 

ha quedado rezagada al plano de aplicaciones 

instrumentales y mediciones de corte alcance 

(tecnopols). Ello ha debilitado la condición 

soberana del conocimiento científico-social y 

ha dado paso a la actual “fábrica de 

profesionales”. 

 

  

La cuestión 

educacional: los 

dilemas de la Comisión 

Nacional de 

Acreditación (CNA). 
 
 

 
 

 
 
 

Mauro Salazar  

y Juan Carlos 

Orellana 
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Cabe advertir que una cosa fue el 

programa clásico de las ciencias sociales, su 

vocación comprensiva o crítica,  y otra es la  

operacionalización en tecnologías de medición 

frente a las demandas del mercado del trabajo. 

Tras este marco los criterios de 

acreditación para las universidades chilenas 

aluden – fuertemente - al plano de la gestión 

administrativa y la sustentabilidad financiera en 

materias de infraestructura, equipamiento y 

actualización tecnológica. Este somero balance 

nos indica que la controversial definición de la 

“calidad”, antes resguardada por planteles 

académicos identificados con un proyecto 

nacional - más la inversión en investigación 

científica - ha cedido a  intereses de distintos 

“grupos de presión”, o bien, a criterios 

tendencialmente asociados a la rentabilidad.  
 

En el informe OCDE sobre La 

Educación superior en Chile (2009) ya se 

establecía un scanner crítico, “El gobierno 

chileno reconoce que es necesaria una mayor 

inversión en investigación, desarrollo e 

innovación si se quiere que Chile mantenga su 

progreso económico y social; esto requerirá 

una inversión pública y privada considerable. 

En las economías avanzadas, la participación 

del gobierno en el gasto total”.  

En el mismo informe se agrega, “El 

problema es más bien que el nivel absoluto de  

inversión, en ambos sectores, es demasiado 

bajo para un país con el PIB de Chile y sus 

aspiraciones. Por lo tanto, el sector 

empresarial tendrá que aumentar sus esfuerzos. 

Sin embargo, el gobierno tampoco se puede 

escapar de la necesidad de aumentar su gasto 

en investigación” (p. 208). 

En la actualidad constatamos que las 

carreras de ciencias sociales implementan 

formaciones instrumentales, que se expresan en 

planes curriculares que estimulan el dominio 

técnico-instrumental del egresado –en una 

tesina- con vistas a mejorar su inserción en los 

“focos de empleabilidad”.  

Así lo refuerzan el “Manual para el 

desarrollo de procesos de auto-evaluación” 

de la Comisión Nacional de Acreditación, 

especialmente, en el plano del perfil de egreso 

referido a i) fundamentos científicos, 

disciplinaros y tecnológicos ii) orientación 

fundamental proveniente de la declaración de 

misión y los propósitos de la institución en que 

se inserta y iii) el perfil establecido en los 

criterios evaluados  por la CNA. Todo este 

encuadre, sin perjuicio de sus coherencia,  

obedece un criterio instrumental que trata de 

evaluar la coherencia entre el plan curricular y 

el perfil de egreso.  

Por ello, y sin el ánimo de desestimar 

los requerimientos técnicos en cuestión, la 

investigación social – salvo honrosas 

excepciones que tienden a monopolizar los 

mecanismos de indexación en Chile - queda 

desmedrada respecto de su tradicional función 

donde el saber tenía un poder creativo en las 

políticas de modernización. Desde nuestro 

punto de vista es necesario retomar la 

discusión, por cuanto hoy en día,  se ha 

establecido como axioma la acreditación de 

universidades en docencia y gestión 

institucional que ha dejado en un segundo 

plano los programas de investigación.  

Salvo determinadas excepciones, más 

del 90% de las acreditaciones – entre el 2008 a 

la fecha - no consideran el ítem de 

investigación, sino que centran buena parte de 

su cuestionario en los indicadores de 

sustentabilidad. Esto se ha visto agravado 

porque el rasero de la CNA se sirve 

esencialmente de indicadores de logro 

(retención, cobertura, inserción laboral, gestión 

económica, morosidad, tasa de titulación) que 
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no apoyan necesariamente un programa de 

ciudadana como parte del proceso formativo.  

Todo ello debe ser considerado a 

propósito del informe OCDE. Cuando nos 

referimos a la dimensión pública no hacemos 

mención a lo estrictamente estatal. Como nos 

enseña la experiencia internacional los 

“territorios de lo público” pueden tener más de 

una expresión. La peculiaridad del caso chileno 

es que todo ámbito que se ubica por fuera del 

plano estatal queda ipso facto relegado a la más 

cruda gestión privada.  

Si bien, se trata de aspectos que no 

podemos soslayar, ellos no pueden fundar per 

se las ideas-fuerzas de una política 

universitaria, pues los resultados se traducen en 

una docencia sin insumos investigativos 

restringida al modelo par time y la prestación 

instrumental en el mercado del trabajo. A este 

respecto el desmantelamiento de la matriz 

estatal bajo la modernización de los años 80’ 

estableció las bases de una modernización que 

fue alevosamente profundizada en los últimos 

dos decenios.  

Originalmente se buscaban conciliar dos 

cuestiones esenciales, de un lado, la expansión 

de la cobertura y la diversidad institucional, y 

de otro, la “libertad de elección” de los padres o 

los propios estudiantes. De allí que bien vale 

reconocer que la CNA en sus orígenes se 

disponía a establecer una prevención 

regulatoria frente a los ciclos políticos, sin 

embargo, este impulso inicial no pudo 

trascender el juego de intereses corporativos –

que por estos días ha salido ruidosamente a la 

luz pública.   

Si bien conviene revisar los límites de la 

matriz estatal (intervencionista) respecto de 

otras formas de instrucción educacional donde 

se reconozca una mixtura entre bienes públicos 

y gestión privada, no podemos obviar  la 

ausencia de un debate nacional sobre la 

liberalización educacional durante los años 90’. 

Ello ocasiono que la instauración de nuevas 

instituciones de educación superior – muchas 

veces - se sustentaba en base a decretos 

administrativos, o bien, en virtud de su carácter 

legal, como si ello resolviera per se el difícil 

tema de la “calidad”.  

Es parte de la evidencia pública que en 

el caso chileno el proceso de des-regulación 

también estimuló la constitución de 

instituciones con un débil fortalecimiento 

académico-institucional (falta de 

infraestructura, difusos estándares de calidad, 

problemas de inversión), como asimismo, la 

escaza entrega de información sobre la 

inserción laboral. No podemos desconocer que 

ello responde a un tratamiento desprolijo que 

no cauteló la relación entre formación 

profesional  (perfil de egreso) de una institución 

hacia el mercado laboral y la capacidad de 

absorción profesional desde el mercado del 

trabajo. 

Hoy es necesaria la elaboración de un 

marco de un marco regulatorio 

(superintendencia) que no implica el retorno a 

un estatismo educacional intrusivo. La Ley 

Beyer constituye una variante - 

extremadamente controversial - si atendemos a 

los ciclos de movilización del período 

2011/2012.  
      

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

     Matko Koljatic 

     Presidente del CNA 
 

Cabe reconocer que es posible una 

mirada creativa sobre las nuevas mixturas 

público-privado, sus aportes y sopesar la 

constitución de modelos complejos de 

educación que bien pueden contribuir a una 
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educación que –inclusive- pueda salvaguardar 

los territorios públicos de la ciudadanía.  

Potencialmente, no podemos negar la 

constitución de modelos privados con vocación 

pública. Convengamos que una Universidad 

puede defender una concepción pública sin 

estar sujeta a los dictámenes del Estado. Como 

antes señalamos “lo público” no es exactamente 

igual a lo estatal; se trata de un debate que se 

avecina en los próximos cuatro años.  

 

No está demás, recordar que bajo el 

ancestral programa docente (1938-1970) los 

subsidios eran entregados a la educación 

superior sin mecanismos de auditoría en el uso 

de recursos estatales, y que alcanzaron más del 

6% del PIB. Esto arroja un aspecto sustantivo 

dado que la inclusión estatal – contra el sentido 

común - también promovió la educación 

selectiva en la sociedad chilena durante el 

periodo desarrollista (1950-1970). Debemos 

señalar que el Estado chileno también 

contribuyo a fundar una élite de la reforma.  

Aunque resulte contradictorio, la 

educación pública fue una experiencia 

reformista y al mismo tiempo “elitaria” que da 

cuenta del carácter selectivo de la Universidad 

desarrollista (1950-1970). Parece necesario 

trascender el discurso doctrinal de la matriz 

pública tradicional (sin perjuicio de su 

relevancia en el siglo XX), para comprender 

que la tesis de la educación con gratuidad es 

muy necesaria para superar los “mecanismos de 

mercado”.  

Ahora bien, en un nivel más operativo el 

reclamo actual pasa por una mayor asignación 

del PIB destinado a educación, tal cual lo han 

practicado sociedades europeas, más allá de su 

apego al modelo de bienes y servicios. El 

promedio de la OCDE nos habla de un 5% del 

PIB, en cambio el modelo chileno (pese a la 

des-bancarización) aún no alcanza esos 

indicadores. 

Más allá de la relevancia de 

determinados criterios sancionados por la CNA 

para medir “calidad” (propósitos, integridad, 

estructura curricular, resultados del proceso de 

formación, recursos humanos, infraestructura y 

vinculación con el medio), existe un vacío 

referido a una dimensión más integral en torno 

a una ciudadanía con cualidades éticas y 

solidarias que fortalezcan el espaci0 público.  

Esto resulta tan fundamental, a saber, la 

educación como un espacio de convivencia 

colectiva; como una extensión torna 

especialmente relevante dada la disgregación de 

una sociedad basada en bienes y servicios. Más 

aún cuando actualmente, las fluctuaciones del 

mercado laboral y el déficit de cobertura estatal 

expresado en focos de empleabilidad; asesorías, 

diplomados, OTEC, cursos a distancia, que han 

ido fortaleciendo procesos que difieren de los 

clásicos postulados universales, culturales e 

ideológicos que eran el soporte de la educación 

integración social en el marco de un proyecto 

país. Se trata de un mercado educacional – con 

pocas prevenciones regulatorias - que expresa 

demandas inarticuladas y ello es un problema 

de la matriz social. 

Con relación al paradigma de turno de 

los últimos dos decenios cabe hacer una 

importante precisión. Los gobiernos de los 

últimos 20 años adoptaron una política que 

favoreció la continuidad de un diseño elaborado 

en los años 80’ referido a la educación superior, 

su privatización y el virtual desmantelamiento 

de las universidades públicas.  

Pero, curiosamente, los primeros 

informes de la OCDE (2004), como también, 

políticas del BANCO MUNDIAL, estimularon 

– en el caso chileno - una insospechada 

vocación tecnocrática en los lineamientos 

educacionales, toda vez que destacaron el 

mejoramiento de la cobertura para el caso 
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nacional. Es muy interesante consignar este 

punto porque nos ayuda a comprender la 

perpetuación de “enfoques” imperfectos. Esta 

es una fundada discrepancia técnica por cuanto 

no sabemos con qué evidencia y en qué tipo de 

juicio analítico la OCDE pudo concluir que –

originalmente - no hubo una “disminución 

general en la calidad de la educación chilena”.  

No sabemos a que alude el concepto de 

“general” ni tampoco a qué dimensión de 

“calidad” se estaba refiriendo. Parece que aquí 

han primado más bien juicios de valor que un 

análisis objetivo de la realidad que interesaba 

abordar. Sin perjuicio de la necesidad y 

relevancia de este proceso cabe consignar que 

los indicadores de logro (gestión económica, 

gestión administrativa, expansión de la 

matrícula, retención, infraestructura, perfiles 

de egreso, calificadoras de riesgo) si bien 

representan “magnitudes necesarias” de 

preservar en la gestión académica, también 

pueden exacerbar el campo de “indicadores 

instrumentales” (imput/output) dejando en un 

segundo plano el carácter integral de 

ciudadanos con vocación publica: esta mixtura 

del rol privado en la gestión económica y de 

reforzamiento de la solvencia académica es un 

síntoma de la contradicciones de la mentada 

modernización en impuesta de facto a 

comienzos de los años 80’. Se trata de un 

aspecto que apenas consignamos pero que 

creemos también merece una reflexión más de 

fondo, sin perjuicio de la necesidad de las 

variables cuantitativas.  

Es el bullado informe OCDE (2009) 

quien no escatimó adjetivos en señalar lo 

siguiente, “…las instituciones [universidades 

chilenas] harán todo lo posible por conseguir 

la acreditación, pero no está tan claro si esto 

está logrando un mejoramiento significativo de 

la calidad de la enseñanza y el aprendizaje en 

la sala de clases, que se pueda medir a través 

de los resultados y la experiencia de los 

alumnos. Hay quejas con respecto a que los 

actuales criterios de acreditación son vagos y 

subjetivos y que dejan un amplio margen a la 

interpretación personal por parte de los pares 

evaluadores que pueden favorecer a 

instituciones similares a las propias y 

perjudicar a aquellas que cumplen misiones 

distintas” (p.74). 

Por último, si bien cabe ponderar los 

aportes fundacionales de la cuestionada CNA, 

debemos subrayar su acento en la dimensión 

presupuestaria que obstruye un debate de 

excelencia encabezado por figuras académicas 

nacionales con prescindencia de las 

representaciones corporativas. Ello quedó al 

descubierto el año 2012 en un incidente 

bochornoso. De allí que la Superintendencia de 

Educación podría constituir una institución que 

permita mejorar los mecanismos de 

acreditación que eran parte del aporte 

fundacional de la CNA. Pero estos deberían 

trascender la tentación administrativa y 

financiera.    
 

Mauro Salazar. Sociólogo. Magister en Estudios Culturales. 
Investigador  Asociado. Universidad ARCIS 
Juan Carlos Orellana. Doctor en Ciencias de la Educación. 
Universidad de Barcelona. 
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La presidenta electa, Michelle Bachelet, 

ha puesto la educación como uno de los ejes 

fundamentales de su próximo gobierno. El 

documento programático sobre Reforma 

Educacional menciona aspectos fundamentales 

para avanzar hacia una transformación 

significativa de nuestro sistema educacional, 

tales como “calidad educativa”, “inclusión y 

reducción de la  segregación”, “gratuidad 

universal” y “fin al lucro para la totalidad del 

sistema”.  

Son conceptos que responden, sin duda, 

a las demandas del movimiento estudiantil y 

que progresivamente han sido asumidos por una 

gran mayoría ciudadana. Sin embargo, la 

generalidad de dichas propuestas - entendiendo 

que la naturaleza del documento no permite una 

pormenorización exhaustiva de las medidas 

contempladas - mantiene importantes 

interrogantes acerca de la extensión o 

radicalidad de dichas reformas. 

La piedra angular en la presente 

coyuntura es: O promover nuevas reformas a la 

educación heredada de la dictadura, -

modificada hasta ahora sin éxito por las 

reformas implementadas de 1996 en adelante - 

sin alterar la estructura misma del sistema 

educativo, o avanzar decididamente hacia una 

nueva educación, que establezca el predominio 

de los valores democráticos por sobre los 

intereses mercantiles, con estándares de calidad 

que reflejen las metas educacionales que el país 

pueda consensuar, y con características de 

integración, pluralismo y laicidad.  

El concepto de educación como bien 

público y con atención preferente del Estado, 

consignada ya en la Constitución Política de 

1833, fue determinante en el esfuerzo del país 

por erradicar el analfabetismo y expandir el 

acceso a todos los sectores sociales, teniendo 

como propósito último alcanzar una cobertura 

universal, aspiración que no vendría sino a 

concretarse durante las dos últimas 

administraciones democráticas - los gobiernos 

de Eduardo Frei y Salvador Allende - anteriores 

al golpe militar.  

 

Algunas 

consideraciones sobre 

el Programa de 

Reforma Educacional 

de la Presidenta 

Bachelet 

 

 

 
 
 

Gonzalo Herrera 
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El principio de subsidiaridad del Estado 

impuesto a partir de los años ‘80, es decir la 

determinación de no hacerse cargo sino de 

aspectos mínimos del quehacer educativo, 

incentivando en cambio la entrada de 

proveedores privados y la creación de 

establecimientos particulares con estímulos de 

mercado y financiamiento estatal - sistema de 

vouchers -, es la génesis de la crisis educacional 

que estallara en el 2006 y luego en el 2011, 

cambiando de manera drástica la agenda 

pública del país. 

Cobra entonces un interés primordial la 

definición del papel que le cabrá al Estado en el 

nuevo mandato, teniendo en consideración las 

drásticas restricciones que afectan a la 

educación pública, a diferencia del amplio 

margen de autonomía del que goza el sistema 

educacional entendido como mercado.  

El propósito establecido en el Programa 

presidencial de reforma educacional, orientado 

a crear una nueva institucionalidad bajo la 

tuición del Ministerio de Educación, 

reemplazando así la actual administración 

municipal, se sitúa en la dirección correcta, si 

es que hay voluntad de dotar al nuevo Servicio 

con las facultades suficientes para terminar con 

el desfinanciamiento del sistema público y 

corregir las deficiencias estructurales de la 

actual gestión municipal.  

La descentralización del sistema escolar 

que entregara la administración de los 

establecimientos a las municipalidades, muchas 

de ellas con graves déficits técnico-pedagógicos 

además de económicos, el subsidio basado en la 

asistencia diaria del alumno y no el 

financiamiento directo, las adversas 

condiciones laborales y salariales, así como la 

pérdida de dignidad y valoración social a la que 

fueron sometidos los profesores 

municipalizados - despojándoseles entre otras 

cosas de su condición de “profesor de Estado” -

, tienen repercusiones hasta el presente y 

mantienen a escuelas y liceos públicos al borde 

del colapso.  

La educación pública ha sido 

constreñida a márgenes ínfimos de calidad y se 

le relega como opción única para los sectores 

más necesitados, tanto en zonas urbanas como 

rurales, registrando los más altos índices de 

deserción.  

Naturalmente para las familias más 

pobres no opera el derecho constitucional 

otorgado a los padres de “escoger el 

establecimiento de enseñanza para sus hijos”, 

esgrimido casi como un dogma dentro del 

concepto de libertad de enseñanza, y mediante 

el cual, quienes disponen de los recursos 

suficientes, pueden seleccionar el proyecto 

educativo que más convenga a sus intereses 

particulares.  

En todos estos años ha quedado 

demostrado, además, que el incentivo perverso 

de cofinanciamiento compartido en los colegios 

particulares subvencionados, aparte de generar 

lucro con financiamiento estatal, desigualdad 

educacional y una brutal segregación de los 

escolares conforme a su condición 

socioeconómica, no ha logrado su propósito de 

mejorar la calidad a través de la competencia 

por captar más alumnos-voucher. En cambio sí 

se perdió la relevancia de un espacio público 

inclusivo y forjador de identidad nacional como 

fue tradicionalmente la escuela pública, un 

lugar de integración social y de formación 

ciudadana. 

La misma estrategia neoliberal explica 

que el Estado disminuyera a niveles de cuasi 

abandono su rol en la administración y 

financiamiento  de la educación superior. El 

sector más perjudicado ha sido sin duda el de 

las universidades estatales, a las que a partir de 

1981 se les recortó el aporte fiscal directo 

(AFD), haciéndolas competir con las privadas 
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para obtener recursos del aporte fiscal indirecto 

(AFI), a través de la captación de los 27.500 

mejores puntajes PSU que pudieren matricular 

en primer año.  

Una vez recuperada la democracia, la 

institucionalidad educativa no mostró ningún 

interés en modificar el patrón de distribución 

del gasto entre las diversas categorías de 

planteles de educación superior, manteniendo la 

exigencia de “autofinanciamiento” a las 

universidades estatales, obligándolas a actuar 

también con criterio de mercado, pero con las 

restricciones propias de instituciones de 

derecho público que son. Aún, así, las 

universidades estatales siguen ofreciendo la 

mejor relación calidad-costo del sistema 

universitario chileno.  

 

El tema de la calidad es tocado muy 

circunstancialmente en el Programa de 

Gobierno, pese a que, junto a la desigualdad, es 

uno de los factores más sensibles en el gran 

fracaso de las políticas de mercantilización 

educativa. Avanzar en calidad, considerando los 

magros resultados de la prueba PISA, requiere 

del Estado mucho más que aumentar la 

fiscalización para superar deficiencias.  

En efecto, los resultados PISA de 2012 

confirman un diagnóstico ampliamente 

conocido: los mejores puntajes corresponden a 

los estudiantes de grupos socioeconómicos 

altos, pertenecientes a colegios privados; sin 

embargo, a nivel internacional, éstos apenas 

alcanzan promedios que equiparan a la media 

de los países de la OCDE. La prueba entrega 

además otros datos interesantes: la superación 

alcanzada por países del Asia Pacífico, con 

distintos regímenes políticos y dispar 

crecimiento económico, cuyos resultados 

sobrepasan ampliamente a Estados Unidos y a 

los más importantes países europeos.  

La conclusión de esto parece no estar 

sólo en el gasto en educación que realizan esas 

naciones, sino en la seriedad y valor que le 

otorgan sus respectivas sociedades a la 

enseñanza, con un riguroso trabajo semanal del 

alumno en el aula y en el hogar. Este factor 

raramente es considerado en nuestras 

discusiones sobre mejoramiento de la calidad y 

reforma educacional. 

Hay experiencias recientes que no han 

dado buenos resultados, y cuyas fórmulas 

deberían ser ahora seriamente analizadas. Todas 

las reformas emprendidas en Chile, desde los 

’90 en adelante, han estado caracterizadas por 

criterios técnicos y supeditadas a cánones 

económicos. Los objetivos propuestos no han 

consistido en conocimientos formadores para la 

vida material y espiritual del individuo, para su 

futura integración social y económica, sino en 

“contenidos y habilidades” para satisfacer 

pruebas estandarizadas - SIMCE 

fundamentalmente - que dan cuenta del logro de 

aprendizaje alcanzado.  

Sin embargo, hasta ahora, no ha habido 

un diálogo amplio relacionado con las metas 

que se espera de nuestra educación. Las 

decisiones han estado en manos de «expertos», 

y los profesores, en todos los niveles, han sido 

restringidos a la calidad de meros ejecutores de 

programas diseñados a nivel burocrático.  

De esa manera se ha llegado al absurdo 

que la educación se oriente principalmente a 

entregar los conocimientos que mide la prueba 

y, por lo tanto, lo que no esté en ese foco, no se 

imparte pedagógicamente. Poco se puede 

esperar así de logros intelectuales, de visiones 

humanistas y artísticas, de pensamiento lógico 

y expresión oral, de formación ética, en 

escuelas, liceos municipalizados y colegios 

particulares subvencionados que atienden la 

inmensa mayoría de los niños del país. 
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El desafío del nuevo gobierno es definir 

entonces calidad de la educación conforme al 

país que la sociedad chilena aspira a tener - y 

no según recomendaciones internacionales -, tal 

vez con una nueva mirada y conforme a su 

propia realidad. Es el momento que nuestra 

educación vuelva a construirse sobre valores, y 

no únicamente sobre conocimientos orientados 

a la competencia y el mercado.  

Aspectos ya comprometidos en el 

Programa presidencial como, obligatoriedad y 

gratuidad, educación pública como referente de 

calidad, equidad tanto en el acceso como en los 

recursos disponibles, cualquiera sea el tipo de 

establecimiento, son sin duda coadyuvantes 

para un mejoramiento efectivo de la educación. 

Entre los principios formulados en el 

Programa de Michelle Bachelet se encuentra “el 

fortalecimiento de la Educación Pública como 

motor y sello del proceso de la Reforma 

Estructural”. Sin embargo, no llega a explicitar 

qué  entienden los autores del documento por 

educación pública, polémica que con seguridad 

tomará fuerza en la discusión parlamentaria que 

se avecina. Esto porque hace rato ya se viene 

reclamando esta categoría también para el 

sector particular subvencionado - que goza de 

“igualdad de trato” con el sector municipal -, 

sobre todo cuando se discute el valor base de 

los subsidios, tema en el que una mayoría 

transversal de parlamentarios se ha opuesto 

siempre a discriminar positivamente a favor de 

la educación municipalizada.  

Al no diferenciarse la asignación de 

recursos públicos, se han desechado factores 

determinantes en la inequidad, incluso al 

interior del sistema municipalizado: la 

heterogeneidad municipal - en términos de 

centralización v/s dispersión geográfica -, la 

diversidad de recursos que ostentan las distintas 

comunas del país y los aportes que cada una de 

estas pueda comprometer en la educación que 

debe sostener. De igual modo, se ha pretendido 

ignorar la disimilitud en costos reales que 

significa educar a niños y adolescentes 

vulnerables y con handicap desde el hogar.  

La ley SEP - Subvención Escolar 

Preferencial - de 2008, concebida precisamente 

para fortalecer la enseñanza de los alumnos con 

mayores problemas, al margen de no ser 

universal, ha sido ineficaz en parte importante 

porque los municipios han desviado sus 

recursos para gastos corrientes de operación y 

deudas de arrastre derivadas de la histórica 

insuficiencia presupuestaria en la enseñanza 

comunal.  

La polémica no ha sido ajena al 

momento de definir qué es lo público en la 

educación superior. También aquí se tiende a 

asimilar a universidades privadas -

específicamente a las tradicionales, 

pertenecientes al Consejo de Rectores - a la 

condición de universidad pública, 

imponiéndose el criterio de que “lo público no 

es solamente estatal”. Tras ese predicamento se 

esconde una falacia: “todas las universidades 

son públicas”, y un objetivo, propio del modelo 

neoliberal: delegar lo público en los privados y, 

de ese modo, reducir el Estado.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La línea argumental es que si todas las 

universidades son “públicas”, excluyendo 

obviamente a las explícitamente privadas y que 

crecieron y se transaron gracias al lucro, entra 

en aquella condición también una gran cantidad 

de establecimientos pertenecientes a iglesias o 

fundaciones de congregaciones católicas, 
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además de otras dependientes de fundaciones 

laicas, por lo que, a la hora de asignar recursos 

públicos – AFD - no sería pertinente diferenciar 

entre estatales y no estatales.  

En el marco de las distintas visiones en 

que se da la polémica educacional, es posible 

encontrar diversos criterios para que una 

universidad pueda ser considerada pública o 

privada. Según algunos, tales categorías están 

relacionadas simplemente con el carácter 

público o privado del propietario, o de quien 

tenga la responsabilidad de su administración y 

gestión. Otros fundamentan el hecho en la 

calidad del financiamiento, sea este privado o 

fiscal.  

 

Hay quienes ponen el factor 

determinante en el sello de la producción de 

bienes y servicios, de manera que si una 

universidad quiere ser reconocida como 

“pública”, sus productos y servicios deben ser 

tales, esto es que sean de provecho común y 

que estén a disposición de toda la sociedad. No 

obstante, una definición tan general no da 

cuenta de situaciones concretas que contradicen 

el supuesto inicial.  

Una universidad confesional tradicional, 

catalogada actualmente como “pública, podría 

estar generando bienes privados al sesgar los 

resultados de una hipotética investigación en 

salud sexual y medicina reproductiva, y así 

difundirlos a través de revistas especializadas, 

con el objeto de confirmar determinados 

presupuestos dogmáticos. En la vereda opuesta 

se encuentra la universidad pública con su 

praxis republicana, tradicionalmente 

colaboradora en la formulación de políticas 

públicas en beneficio de la comunidad, 

liberada, en este supuesto ideal, de intereses 

corporativos o influencias religiosas, lo cual no 

impide una eventual producción privada, por 

ejemplo, una investigación aplicada solicitada 

por una empresa. Por lo tanto, el régimen 

jurídico que rija una universidad no tiene 

correlación necesariamente con la característica 

de bien público o privado de lo que produce. 

Según mi opinión, el concepto de 

educación pública debe relacionarse con el 

pleno reconocimiento de la educación como un 

derecho. Como tal, dicho reconocimiento ha 

estado lleno de dificultades a través de nuestra 

historia, porque siempre los grupos 

conservadores se han opuesto a que la 

enseñanza tuviera carácter universal y pudiera, 

de esa manera, beneficiar a los hijos de los 

sectores más pobres del país.  

La educación pública, 

fundamentalmente aquella que se fortaleció a 

través del Estado Docente, es la que ha 

reconocido permanentemente el derecho de 

todo ciudadano a ser educado, sin segregación 

de ninguna especie. Como nadie puede 

garantizar este derecho mejor que el Estado, la 

educación pública por antonomasia es la que 

entrega el Estado a través de sus propios 

establecimientos. 

De modo que, concediendo que toda 

educación tiene al final un carácter público por 

la función que cumple, cualquier 

establecimiento privado, aunque desarrolle su 

proyecto educativo con el máximo de amplitud, 

lo estará haciendo desde una perspectiva propia, 

acorde a una determinada visión de sociedad. 

Representa, por lo tanto, un interés particular, 

con objetivos restringidos a ese interés, 

enfocado casi siempre a “nichos”, lo que genera 

segregación.  

La educación pública en cambio 

persigue objetivos sociales y de bien común, 

por lo tanto, en función de esos objetivos - y 

aunque no siempre sea fiel a ellos -, debería 

garantizar la igualdad de oportunidades y la 

posibilidad  de que cada estudiante se desarrolle  
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en contacto con la diversidad, con la 

heterogeneidad socioeconómica presente en la 

sociedad y con pluralidad de pensamiento.  

Llegamos así a una de las cualidades 

principales de la educación pública: su carácter 

laico. Esto hace posible que la escuela 

constituya un espacio de diálogo de niños y 

jóvenes con diferentes formas de pensar, con 

distintas creencias religiosas o ninguna, con 

disímiles improntas culturales, personas que al 

final de la jornada terminan reconociéndose 

integrantes de una misma sociedad e iguales en 

derechos. 

En el nivel terciario, nadie pone en duda 

la importancia que supone para el sistema de 

educación superior el aporte de las 

universidades tradicionales pertenecientes al 

Consejo de Rectores y algunas de las 

universidades privadas nuevas, sin fines de 

lucro, que han mostrado por largo tiempo un 

innegable compromiso con la educación, el 

otorgamiento de títulos profesionales y grados 

académicos de prestigio, además de 

investigación y en algunos casos extensión. No 

se trata por tanto de negar su espacio a las 

universidades privadas, tradicionales o nuevas, 

sino de rescatar el rol insustituible de la 

universidad estatal y, en general, de toda la 

educación estatal, como política pública.  

Independientemente de lo que la 

sociedad chilena demore en consensuar sobre la  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

coexistencia de lo público y lo privado en el 

sistema educativo - y de la preeminencia de 

valores que este configure -, el Estado chileno, 

a través del nuevo gobierno, debería avanzar lo 

más rápidamente que pueda en la legitimación 

de un modelo de calidad para una genuina 

educación pública, de modo que ésta vuelva a 

constituirse en una alternativa real para todos 

los sectores, independientemente de su 

condición socioeconómica.  

Entramparse en este propósito 

arrastraría al sistema público cada vez más 

cerca del umbral de no retorno, por una 

percepción definitiva de los padres de que no 

encontrarán allí la educación que quieren para 

sus hijos o, en el caso de la educación superior, 

por un proceso de auto fagocitación de su 

propio patrimonio debido a la crisis financiera, 

como ocurre en estos días con el Hospital 

Clínico de la Universidad de Chile y la 

posibilidad de que se tenga que hipotecar.  

Este objetivo no será fácil de conseguir. 

Devolver su prestancia a la educación pública 

significará una dura discusión ideológica, tanto 

para recuperar prerrogativas anteriormente 

transferidas al sistema privado, como para 

otorgarle un trato preferencial en el aporte 

fiscal. El derecho efectivo a educación de 

calidad, y la equidad educativa, base y sustento 

de la equidad social, definitivamente no pueden 

estar entregados a los arbitrios del mercado. 
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En la sección de Cartas al Director del 

diario La Tercera, durante los días de las fiestas 

de fin de año recién pasadas, se publicó un 

interesante intercambio de cartas, entre el 

presbítero Francisco Javier Astaburuaga Ossa, y 

dos laicistas, que nos parece interesante de 

reponer. 

El debate comenzó con una carta de 

Astaburuaga, que puso de manifiesto sus ideas 

contrarias al laicismo, por considerar que este 

sería hostil a las religiones y a las convicciones 

de sus fieles.  

Precisando los conceptos utilizados por 

el presbítero, Eduardo Quiroz Salinas y 

Sebastián Jans definieron con claridad las ideas 

del pensamiento laico, advirtiendo de los 

peligros de la religión cuando pretende 

extenderse más allá de lo que corresponde a sus 

fueros. 
 

La Carta de Astaburuaga 
 

El día 23 de diciembre, el diario La 

Tercera publicaba una carta al Director del 

presbítero Astaburuaga Ossa, bajo el título de 

¿Estado laico?, en la que expresaba: 

“En la construcción de la sociedad se 

confunde “laicidad”, propia de un 

Estado  laico,  con  “laicismo”. Ambos 

conceptos no son lo mismo. La laicidad 

manifiesta el mutuo respeto y autonomía entre 

las confesiones  y los  poderes del  Estado. 

El  laicismo, por el contrario,  significa 

una hostilidad o indiferencia contra la religión, 

cualquiera que sea. Así, al  hablar de laicidad 

en su sentido excluyente y equívoco  se expresa 

una visión no creyente de la vida en el 

pensamiento, la ciencia, la ética y  la política, 

confundiendo a la sociedad y 

presentándose como el emblema fundamental 

de la posmodernidad.  

Lo anterior no deja indiferente, ya que 

el Estado  laico respeta la confesionalidad 

independiente de su  origen. 

Pero el Estado laicista no, excluyendo 

la dimensión creyente de la educación, la 

familia, el trabajo,  la  salud,  etc. 

Controversia sobre el 

Laicismo en Cartas al 

Director del diario  

La Tercera 

 

 

 
 
 

Reseña de  

Manuel Romo 



 
 

 

24 

De  tal  manera  que  el  derecho  a  la  

vida, el matrimonio entre un hombre y 

una mujer,la muerte  natural  y  otros   aspectos 

de  la agenda valórica quedan borrados de 

plano. 

En conclusión, se presenta  una 

disyuntiva falsa: ¿aceptar la realidad o 

ignorarla? La respuesta no resuelve 

el problema. Al contrario, juega entre 

supuestos presentados como absolutos y 

excluyentes. 

Pero la vida nos  muestra que con la 

razón y también con la fe el hombre  es capaz 

de responder al desarrollo de la persona y 

la  sociedad de manera integral. 

Una visión humanista y cristiana 

permite una sociedad respetuosa de los 

derechos humanos  y de las libertades 

fundamentales, donde el Estado  cumple su rol, 

pero no de  manera totalitaria como  ocurre en 

algunos gobiernos  de A. Latina y el  mundo”.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
                 Francisco Javier Astaburuaga 

 

La Carta de Eduardo Quiroz Salinas  

 

Al día siguiente, el diario publicaba una 

réplica de Eduardo Quiroz Salinas, en Cartas al 

Director,  esta vez bajo el título de Estado 

laico, en los siguientes términos: 

“La RAE es muy clara en su definición 

de laicismo: ´Doctrina que defiende la 

independencia del hombre o de la sociedad, y 

más particularmente del Estado, respecto de 

cualquier organización o confesión religiosa´. 

Esto deja claro que el laicismo no 

busca, bajo ningún punto de vista, atacar a una 

religión en particular ni a sus fieles. De hecho, 

el respeto por la confesionalidad siempre ha 

estado y estará, en cuanto es parte de las 

libertades de conciencia y pensamiento que se 

buscan. 

Al contrario de la visión absolutista que 

pretende difundir Francisco Javier 

Astaburuaga, el esfuerzo laicista está dirigido 

justamente a la búsqueda de una sociedad 

pluralista, donde ninguna doctrina pueda ser 

impuesta.  

Más aun, la acción laicista ni siquiera 

está dirigida al clero, sus doctrinas ni sus 

representantes, sino hacia los poderes políticos 

y económicos que son los que, en rigor, norman 

la sociedad. Es en esas instancias donde el 

acento debe estar, pues cuando la religión, 

mayoritariamente cristiana en este lado del 

planeta, se introduce en estos asuntos es 

cuando se falta el respeto a la libertad y la 

conciencia humana, imponiendo sesgadas y 

extemporáneas visiones del rol del hombre en 

la Tierra, además de arrogarse la propiedad de 

ciertos valores. 

Como sociedad, ayer se avanzó en la 

abolición de la esclavitud, el respeto a la mujer 

y  otros derechos menospreciados por la Biblia 

Cristiana. Hoy es tiempo de continuar ese 

avance en pos de una sociedad más justa, 

respetuosa de la conciencia individual del 

hombre y su diversidad”. 
 

Carta de Sebastián Jans  
 

En tanto, el  27 diciembre, una nueva 

carta al Director era publicada,  también bajo el 

título de Estado laico, con la firma de 

Sebastián Jans, miembro de nuestro Comité 

Editorial, quien expresaría: 

“En la edición del 23 de diciembre, Fco. 

Javier Astaburuaga expone una caprichosa 

definición conceptual de laicidad. 

En realidad, el vocablo “laicidad” se 

refiere a una cualidad que emana del carácter 

laico de un proceso, de una institucionalidad, 

de un ambiente o de una sociedad. 

Como todo sustantivo abstracto, la 

laicidad es una cualidad que se logra sobre la 
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base de percepciones y sensaciones. Puede 

existir un Estado laico, por ejemplo, pero la 

percepción o la sensación de las personas es 

que no hay una condición efectiva de laicidad. 

Es lo que ocurre en Chile, donde hay un Estado 

laico nominal, pero no hay laicidad en su 

ambiente institucional. 

La definición que hace Astaburuaga es 

sesgada, ya que la laicidad no se refiere sólo al 

respeto mutuo y a la autonomía entre las 

confesiones y los poderes del Estado, dado que 

no se trata de una relación entre iguales, sino 

de una cualidad sistémica donde el Estado 

prescinde de toda creencia o afirmación 

confesional en su marco constituyente, legal e 

institucional. Así, la laicidad como tal se 

alcanza cuando todas las creencias y las no 

creencias reconocen que el Estado es neutral 

respecto de las afirmaciones que cada cual 

hace sobre las explicaciones del existir 

humano, su origen y su destino ulterior. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Sebastián Jans 

 

Y el sesgo se hace presente nuevamente 

cuando define de manera muy tendenciosa al 

laicismo. Lo concreto es que hace tiempo se 

entiende al laicismo como una doctrina que 

propende a la independencia de la sociedad y 

del Estado respecto de cualquier pretensión de 

hegemonía confesional.  

El laicismo como doctrina no tiene una 

posición hostil hacia el hecho religioso, ni 

contra principio religioso alguno, que es parte 

del derecho de conciencia de toda persona. A lo 

que se opone es al confesionalismo; es decir, a 

la conducta o acción que busca la imposición 

totalizante de una fe sobre una sociedad y 

sobre las estructuras del Estado.  

Si analizamos la realidad de la sociedad 

chilena y su institucionalidad llegaremos a la 

conclusión de que estamos muy lejos de una 

condición palpable de laicidad. Por el 

contrario, y sin esfuerzo, llegaremos a un 

diagnóstico de atosigante confesionalidad”.  

 

La contrarréplica del presbítero 
 

El 28 de diciembre, el periódico acogió 

la contrarréplica de Francisco Javier 

Astaburiaga, quien señalaba: 

“Con respecto a las afirmaciones de 

Eduardo Quiroz y Sebastián Jans, en cartas 

publicadas recientemente en su diario, cabe 

señalar lo siguiente.  

El término laicismo puede hacer 

referencia a dos conceptos: laicismo positivo y 

negativo. Positivo es aquel que entiende la 

separación de la Iglesia y el Estado respetando 

el ámbito de sus propias atribuciones. 

Generando, asimismo, espacios de mutua 

cooperación con miras a la construcción del 

bien común como fin último del ejercicio de los 

derechos humanos.  

En este sentido pueden calzar 

perfectamente las definiciones propuestas por 

ambos lectores. Es lo que en la doctrina social 

de la Iglesia se conoce como sana laicidad o 

laicismo positivo. Sin embargo, existe también 

el llamado laicismo negativo, donde se 

discrimina y no se permite a las confesiones 

religiosas, particularmente a la Iglesia 

Católica, expresar su fe y aportar para la 

construcción de la sociedad.  

A este concepto me he referido en mi 

texto tan discutido por mis contradictores. Es 

de esperar, y en esto podemos coincidir, que 

todos podamos colaborar manifestando 

nuestras propias convicciones en el pleno 

ejercicio de la libertad de conciencia para el 

bien común de nuestra patria”. 

En días siguientes, La Tercera no acogió 

la refutación a la contrarréplica de Astaburuaga, 

y sus conceptos de laicismo positivo y laicismo 

negativo, enviada por Sebastián Jans. 
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Amparo Ariño Verdú, doctora en Filosofía 

por la Universidad de Valencia. 

  

 

Voy a centrarme en la alienación del 

propio cuerpo que sufre la mujer por el hecho 

de serlo. Es decir, la que sufre exclusivamente 

por ser mujer. Se trata por tanto de una 

situación específicamente femenina. Desde esa 

perspectiva es desde la que planteo la cuestión: 

¿a quién pertenece el cuerpo de las mujeres? 

¿Les pertenece a ellas mismas, como 

sujetos que son? ¿Pertenece a sus parejas? 

¿Pertenece a su familia, a la sociedad? ¿Son 

entonces realmente sujetos, y sujetos de 

derecho las mujeres, o son sólo objetos y 

objetos-para-otros? 

Desde hace más de un siglo se han 

producido avances, diríase que innegables, en la 

situación legal de la mujer en Occidente, 

incluido, - aunque con bastante retraso y con 

incierto futuro - nuestro país (España). Pese a 

ello parece como si, de modo no siempre 

explícito, el cuerpo propio continuara sin 

pertenecerle a la mujer. 

En el pensamiento dominante a la mujer 

se la ha venido identificando con su cuerpo y 

por ende con la corporeidad, cosificándola así. 

El ser de la mujer es su cuerpo, y cuerpo 

sexuado.“Tota mulier in utero” escribió Tomás 

de Aquino, el filósofo que cristianizó a 

Aristóteles. Del pensamiento aristotélico-

tomista (que tiene más de tomista que de 

aristotélico) nutre la Iglesia Católica muchos de 

sus dogmas y trata de darles una pátina  de 

pensamiento racional.  Y ese cuerpo del que 

habla Tomás de Aquino  es mera “cosa”, repito, 

mero objeto. Pero las cosas no son personas, no 

son sujetos. Las cosas no tienen derechos. Por 

eso los derechos de las mujeres, aun allí donde 

son reconocidos formalmente, no son 

respetados de hecho. 

 

 

¿A quién pertenece el 

cuerpo de las 

mujeres? 

 

 

 

 
 

Amparo Ariñu Verdú 
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Esta concepción de la mujer como 

cuerpo-cosa, objeto y no sujeto,  cosa y no 

persona, sería la causa última de la violencia 

contra la mujer.   Y estaría implícita en la 

justificación de los asesinatos, violaciones y 

malos tratos a las mujeres que tan 

frecuentemente son noticia. 

Hay  hechos que sustentan esta 

afirmación aparentemente tan escandalosa: la 

afirmación de  que a la mujer se la ha 

considerado como mera cosa, como objeto y no 

como sujeto, no como persona. Lo cierto es que 

esta concepción de la mujer no siempre se hace 

explícita, al menos en la cultura occidental, 

aunque sí en los dogmas y creencias religiosas, 

incluso en los códigos sociales de ciertas 

culturas. Pero cuando analizamos cual es la 

situación en general de la mujer, la idea 

subyacente de mujer-cosa sí se hace patente. 

Analicemos algunas de estas situaciones. 

Así el tratamiento de la mujer en la 

publicidad. La cosificación de la mujer en la 

publicidad resulta muy evidente. Se utiliza la 

imagen  del cuerpo de la mujer como reclamo 

publicitario. Una imagen modelada según el 

patrón del gusto masculino, de su deseo: mujer 

joven, de rasgos agraciados, a veces perfectos, 

en la que se combinan esbeltez y exuberancia. 

Una imagen mejorada artificialmente en 

ocasiones con las técnicas del “photoshop”, 

que resulta una meta inalcanzable para la mujer 

real, pero que se le trata de imponer como 

canon de belleza.  Como se le impone tener y 

mantener, a costa de lo que sea, incluida la 

cirugía llamada «estética», un aspecto joven. 

Simone de Beauvoir en El segundo 

sexo, aunque variable en sus formas, esta 

imagen suele estar vinculada a la sumisión: 

desde los pies diminutos con los huesos 

triturados exigibles cómo canon de belleza en la 

antigua China, al engorde forzado propiciado 

tambien por la inmovilidad, en el harén. O la 

delgadez exagerada y obligatoria que, a tantas 

adolescentes y mujeres, ha empujado a la 

anorexia en toda la cultura occidental en la 

época actual y en otras. Porque  aunque el 

canon estético de la belleza femenina puede 

variar, lo que no varía es el hecho de que 

siempre es impuesto.  

Este canon suele  propiciar la limitación 

de movimientos. Así los corsés de varillas 

metálicas para conseguir 40cms. de cintura en 

tiempos pasados, que cortaban la respiración, 

o  los tacones aguja y combinados con faldas 

«tubo» en épocas más recientes. Incluso en  la 

diferencia de calzado para niños y niñas puede 

percibirse ya: en los niños prima la comodidad 

y robustez que garantizan seguridad para correr, 

saltar…Las niñas se impone la estética delicada 

(las llamadas merceditas o las bailarinas) sin 

cordones, de empeine escotado que dificultan 

las carreras y la rapidez de movimientos tan 

propios de la infancia. 

Y es que la mujer es cosa en tanto que 

es o debe ser objeto sexual. La mujer es el 

objeto de deseo, la cosa deseada para el varón 

heterosexual.  La desea para disfrutar 

sexualmente de ella. Y para asegurarse ese 

disfrute instituye un modo de derecho de 

posesión, el  llamado débito conyugal, y  lo 

garantiza con el amparo de la institución 

matrimonial.  

Pero el acceso a la mujer como cosa 

sexualmente deseada  puede lograrlo también el 

varón mediante las transacciones comerciales 

en las que consiste la prostitución. En esa 

situación puede utilizar a la mujer-prostituta 
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como explícita sirvienta sexual, como un objeto 

comprado o alquilado, con el fin de lograr 

placer. En  ocasiones, la situación de 

humillación en que se encuentra la mujer 

prostituida, la completa cosificación de su 

cuerpo  como obediente instrumento de placer y 

la subsiguiente deshumanización de la relación, 

no son ajenos  a la obtención del fin que el 

cliente /comprador  persigue. Como cosas, es 

decir en tanto que deshumanizadas, las mujeres 

son vendidas y compradas. Se trafica con ellas 

como con una mercancía. Se las explota 

económicamente, muchas veces son otros, en 

general hombres, quienes se lucran de ese 

comercio. Y los clientes que utilizan sus 

servicios no desconocen estas circunstancias. 

Pero la prostitución  se justifica y se pretende 

que es inevitable (legislaciones a discutir sobre 

ella aparte) porque las necesidades sexuales 

masculinas son consideradas no sólo 

respetables, sino sagradas. 

Y, por antonomasia, el cuerpo de la 

mujer es el instrumento utilizable y utilizado 

para la generación de nuevas vidas. El modo de 

utilización por excelencia del cuerpo/cosa de la 

mujer es la maternidad impuesta. Se trata del 

modo tradicional de sometimiento de la mujer. 

Obligada a gestar, a parir y a criar a los hijos 

«que mande Dios». Puesto que  la religión,  y 

me voy a referir aquí fundamentalmente a los 

tres monoteísmos, legisla sobre el papel de la 

mujer en la procreación condenando el uso de 

métodos anticonceptivos  y sacralizando el 

sometimiento de la mujer, no sólo a los 

designios de una supuesta divinidad, sino a los 

de su dueño y señor en este mundo: su esposo. 

Patriarcado sobre patriarcado. En el mismo 

sentido va la prohibición del derecho a la 

interrupción voluntaria del embarazo. La mujer 

no tiene derecho a decidir. Su cuerpo no le 

pertenece. 

A mi entender, lo que está  queriendo 

afirmar el obispo es que la mujer no es, en 

absoluto, dueña de su propio cuerpo. De modo 

que si decide interrumpir la gestación está 

actuando como si lo fuera y, en este caso, 

merece sufrir cuantos abusos quieran infligirle 

los varones, para que entienda que su cuerpo no 

le pertenece. 

Además,  en tanto que pareja (novia, 

esposa, incluso amante) la mujer es propiedad 

del varón, una cosa más entre 

sus  propiedades.  Puede exhibirla y ufanarse de 

ella ante los otros varones, de la belleza cuyo 

uso y disfrute entiende que le pertenece en 

exclusiva. Hace ostentación del cuerpo de  «su» 

mujer y, en su caso,  de las joyas o ropajes 

caros con las que se adorna, del mismo modo 

que hace ostentación de un coche caro o de 

cualquier otra propiedad que muestra ante los 

demás como señal de poder. Pues, en tanto que 

cosa, su mujer puede ser considerada una 

propiedad más. 

Esta concepción de la mujer como, cosa 

y no como persona, como objeto y no como 

sujeto  estaría también en el origen de la actitud 

podríamos decir algo  “pasiva” de la sociedad, y 

en la falta de una  reacción proporcionada, con 

honrosísimas excepciones, a la gravedad de los 

hechos  por parte de las  autoridades: policías, 

jueces… El trato que  a veces reciben  las 

mujeres que denuncian agresiones es, en 

ocasiones,  vejatorio, se desconfía de su 

testimonio o se argumenta que algo habrá hecho 

la mujer que «justifica» el maltrato que ha 

recibido.   

No hay verdadero rechazo social del 

maltratador, no se le aísla. En muchos casos ni 

siquiera se le aleja  suficientemente de la 

víctima. Eso sí, en caso de resultado de 
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muerte,  se aplaude al paso del féretro y, a 

veces, hasta se guarda un minuto de silencio. 

Es aquí, en el hecho de que la mujer 

pueda ser considerada como propiedad de otro, 

donde encontramos la verdadera raíz de la 

justificación de la violencia contra la mujer: 

malos tratos, violaciones, asesinatos en manos 

de sus parejas, exparejas e incluso pretendientes 

rechazados. En otros tiempos, lugares o 

culturas, también en manos de padres, 

hermanos o de cualquier varón que pueda 

considerar dañado su «honor” por el 

comportamiento de una mujer de su familia. 

En contraste con el avance que supone 

para los derechos de las mujeres, el 

reconocimiento judicial de violación dentro del 

matrimonio como delito en nuestra legislación, 

no es menos cierto que en nuestro país ha 

habido jueces que han llegado a justificar 

una  violación  por la  mera atracción que un 

varón  sienta ante una mujer que «va 

provocando»  por su vestimenta, por el lugar 

solitario o las horas en las que pasea a solas por 

determinados lugares.   

Es lo que se conoce como 

desplazamiento de la culpa. Yo preferiría hablar 

de causa o de responsabilidad.  Se pretende que 

la supuesta culpa, y responsabilidad cierta, está 

en el objeto que atrae, no en quien se siente 

atraído.   

La existencia de 

la mujer resulta ser un 

peligro, hace pecar o, 

en su caso, delinquir al 

varón. La mujer, su 

cuerpo,  resulta  así 

ser  un objeto 

pecaminoso, peligroso. 

Si atrae al hombre es 

culpa suya (de ella). De 

ahí la imposición  de 

ocultar su cuerpo con 

vestimentas especiales: 

velo, burka, cabeza 

cubierta,  «modestia” 

en el vestir, que es 

común a las tres 

religiones del libro. Y 

no sólo eso, en otras culturas a la mujer que ha 

sido víctima de una violación, incluso en los 

casos en que ha sido considerada botín de 

guerra y violada por el enemigo, se la considera 

culpable de causar el deshonor de su familia. 

Puede llegar a ser condenada a  muerte por 

lapidación, igual que si comete adulterio. 

Voluntariamente o no, si mantiene 

relaciones sexuales  fuera del matrimonio la 

mujer está incurriendo en un delito. Porque, 

repito por enésima vez, su cuerpo no es 

suyo.  Puede aducirse que estos castigos y  estas 

situaciones  se dan en culturas aparentemente 

muy distintas a la nuestra pero,  en realidad,  lo 

que a estas subyace es un concepto de mujer 

que es esencialmente universal: la mujer 

es  objeto y no sujeto de pleno derecho, por eso, 

en realidad, su cuerpo no le pertenece y no se le 

reconoce derecho a decir libremente sobre él: ni 

sobre su sexualidad, ni sobre su aspecto, ni 

sobre sus actos. Ni siquiera su vida le 

pertenece.  

Cuando escribo este texto (14 

noviembre 2013) ya han sido asesinadas 62 

mujeres en España, en lo que va de 

año,  víctimas de crímenes de género. 
 

 
Fuente:  http://iniciativadebate.org 

http://iniciativadebate.org/
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FERNANDO MARCOS 

Muralista 

Fernando Marcos Miranda,  es uno de 

los grandes pintores muralistas chilenos. Nació 

en Valparaíso el 19 de septiembre de 1919. 

Estudió en la Escuela de Artes Aplicadas de la 

Universidad de Chile y en la Escuela de Bellas 

Artes de Santiago. Durante su formación 

recibió la influencia de la visita a Chile en 1940 

de los muralistas mexicanos Javier Guerrero y 

David Alfaro Siqueiros quienes inspiraron a sus 

seguidores locales con temas ligados al espacio 

público social y a la realidad del trabajador 

chileno. Laureano Guevara es su más 

reconocido maestro. 

En 1950 le fue otorgada una Beca por el 

gobierno de México para estudiar pintura y 

escultura mural en la Escuela de Artes Plásticas 

y en la Escuela de Pintura y Escultura de 

México, donde fue alumno de David Alfaro 

Siqueiros y Diego Rivera, trabajando con este 

último como  su ayudante. Durante su estadía 

en México llegó a ser Director de la Escuela 

Experimental de Educación Artística y 

corresponsal de la publicación chilena Pro Arte. 

Regresó a Chile en 1952. 

Durante la visita de Diego Rivera a 

Chile en 1972, participó junto a él y a Osvaldo 

Reyes, en la elaboración del Manifiesto del 

Movimiento de Integración Plástica, documento 

que testimonia la existencia de una pintura 

social chilena. 

En Chile ha desempeñado los cargos de 

Profesor de Dibujo, de Composición y 

Decoración, y de Pintura Mural, Director de 

Casa de Cultura, Director de la Escuela 

Experimental de Educación Artística, Profesor 

de Artes Plásticas en la Universidad de Chile, 

Profesor de Historia del Arte en la Universidad 

Técnica, Director del Departamento de Arte de 

la Universidad Técnica, y Profesor de 

Composición y Decoración de la Escuela de 

Canteros. 
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